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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 1774/2016.
QUEJOSA Y RECURRENTE: **********.
ponente: ministra NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

secretariA: laura patricia román silva.
Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día diez de agosto de dos mil dieciséis.
VISTOS los autos para dictar sentencia en el amparo directo en revisión 1774/2016.

RESULTANDO:

PRIMERO. Juicio de amparo directo. Por escrito presentado el diez de junio de dos mil quince
 ante la Secretaría de Amparos del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Morelos, **********, por propio derecho, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal, contra la sentencia definitiva de catorce de mayo de dos mil quince, pronunciada por la Sala Auxiliar del H. Tribunal Superior de Justicia del Estado de Morelos, en los autos del toca civil **********, formado con motivo del recurso de apelación instado por dicha recurrente contra la sentencia de primera instancia emitida en el juicio sumario civil **********, por la Juez de lo Civil del Noveno Distrito Judicial en esa entidad federativa.
 La parte quejosa señaló como derechos fundamentales vulnerados, los contenidos en los artículos 1°, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; expuso los conceptos de violación que estimó pertinentes; y señaló como tercero interesado a **********, quien es su contraparte en el juicio natural.

 Mediante acuerdo de veinticuatro de junio de dos mil quince,
 el Presidente del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al que por razón de turno correspondió conocer del asunto, admitió a  trámite la demanda de amparo; ordenó formar y registrar el expediente con el número **********; tuvo como tercero interesado a **********; y ordenó notificar a las partes dicho proveído, para efecto de que estuvieren en aptitud de formular alegatos en términos del artículo 181 de la Ley de Amparo. 
 Por escrito recibido en el tribunal colegiado el veintinueve de junio de dos mil quince
, el tercero interesado realizó manifestaciones en relación con los conceptos de violación hechos valer por la quejosa, mismas que se tuvieron por formuladas mediante acuerdo de treinta de junio de dos mil quince
. Seguidos los trámites de ley, en sesión de veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis,
 el citado tribunal dictó sentencia en la que determinó negar el amparo a la quejosa. 
 En proveído de veintinueve de febrero de dos mil dieciséis
 se hizo constar que la nueva denominación del tribunal colegiado, derivada de la aplicación del Acuerdo General 1/2016 del Consejo de la Judicatura Federal, en cuanto a la semiespecialización de los Tribunales Colegiados del Decimoctavo Circuito, sería la del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimoctavo Circuito; asimismo, se precisó que de conformidad con el citado Acuerdo General, el juicio de amparo directo **********, continuaría su curso en ese órgano colegiado hasta su archivo definitivo, reasignándosele el número D.C. **********.    
SEGUNDO. Recurso de revisión. Inconforme con la sentencia de amparo, la quejosa interpuso recurso de revisión mediante escrito presentado el ocho de marzo de dos mil dieciséis
. Por acuerdo de nueve de marzo de dos mil dieciséis
, la Presidenta del tribunal colegiado tuvo por interpuesto el recurso y ordenó remitir los autos del juicio de amparo a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Por escrito presentado el dieciocho de marzo de dos mil dieciséis ante el tribunal colegiado
, el tercero interesado ********** realizó manifestaciones en torno a los agravios de la recurrente, y, por acuerdo de veintiocho de marzo de dos mil dieciséis,
 el Presidente del órgano de amparo ordenó remitir dicho escrito a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación junto con las constancias del juicio.
 TERCERO. Trámite en este Alto Tribunal. Por auto de ocho de abril de dos mil dieciséis
, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación recibió los autos del juicio de amparo directo, así como el ocurso de recurso de revisión y las manifestaciones del tercero interesado; ordenó formar y registrar el expediente respectivo  bajo el número 1774/2016; admitió a trámite el amparo directo en revisión; lo turnó para la elaboración del proyecto correspondiente a la Ponencia de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández y ordenó la radicación del expediente en la Primera Sala de este Alto Tribunal, en virtud de que la materia del asunto corresponde a su especialidad.
CUARTO. Radicación del recurso en esta Primera Sala. En cumplimiento al proveído de admisión, el Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por acuerdo de dieciséis de mayo de dos mil dieciséis
, ordenó el avocamiento del asunto y dispuso el envío de los autos a la Ministra Ponente.
C O N S I D E R A N D O:

           PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II y 96 de la vigente Ley de Amparo, 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y puntos primero y tercero del Acuerdo General 5/2013 del Pleno de este Máximo Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece. Lo anterior, toda vez que el recurso fue interpuesto en contra de una sentencia de amparo directo en materia civil, dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito, la cual corresponde a la especialidad de esta Sala.
   SEGUNDO. Oportunidad. La sentencia de amparo se notificó personalmente a la parte quejosa por medio de su autorizado, el viernes cuatro de marzo de dos mil dieciséis
; dicha notificación surtió efectos el día hábil siguiente, es decir, el lunes siete de ese mes y año, en términos del artículo 31, fracción II, de la Ley de Amparo, por lo que el plazo de diez días que establece el artículo 86 de la ley de la materia para la interposición del recurso de revisión transcurrió del martes ocho al lunes veintiocho de marzo de dos mil dieciséis, sin contar los días doce, trece, diecinueve, veinte y veintiuno de marzo por haber sido inhábiles en términos de lo dispuesto en los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como los días veintidós, veintitrés, veinticuatro y veinticinco del mismo mes, al haberse suspendido labores en esta Suprema Corte, de conformidad con lo dispuesto en el punto primero, inciso n), del  Acuerdo General Plenario 18/2013.
  En tales condiciones, dado que el recurso de revisión se presentó el ocho de marzo de dos mil dieciséis ante el tribunal colegiado del conocimiento, es claro que su interposición fue oportuna.
 TERCERO. Legitimación. La promovente del presente recurso de revisión es **********, quejosa en el juicio de amparo directo, por lo que es claro que está legitimada para hacer valer el medio de impugnación.
CUARTO. Antecedentes. Los necesarios para conocer el asunto, se precisan enseguida.

I. Juicio sumario civil **********. 

           Este juicio se instó por **********, por su propio derecho, contra **********, en ejercicio de la acción de división de cosa común, respecto del inmueble ubicado en ********** número **********, esquina con **********, colonia **********, en el Municipio de Jiutepec, Estado de Morelos, del cual afirmó era copropietario junto con la demandada, por lo que solicitó la declaración judicial de extinción de la copropiedad sobre dicho bien, la adjudicación de la parte alícuota que le correspondía, y el pago de los gastos y costas del proceso. 

           La demanda se radicó por la Juez Civil de Primera Instancia del Noveno Distrito Judicial del Estado de Morelos, bajo el juicio sumario civil **********. 

          Emplazada al juicio, la demandada se opuso a la procedencia de la acción, haciendo valer las excepciones y defensas que estimó pertinentes.

          Agotada la secuela procesal, la juez de primer grado dictó sentencia en la que declaró acreditada la acción y condenó a la demandada a la división de la copropiedad del inmueble; para ello, ordenó el desahogo de prueba pericial en topografía y valuación, a fin de que se elaborara el proyecto de cómoda división del bien y, en caso de que no existiera conformidad entre las partes, se procedería a su venta judicial para que el producto se dividiera entre las partes a razón del cincuenta por ciento. Asimismo, la juzgadora condenó a la demandada a pagar al actor los gastos y costas del juicio, previa liquidación en ejecución de sentencia.

II. Recurso de apelación **********.  

          Inconforme con la sentencia de primera instancia, la demandada interpuso recurso de apelación, del cual correspondió conocer a la Sala Auxiliar del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Morelos bajo el número de toca **********.
          Sustanciado el recurso, la Sala referida dictó resolución el catorce de mayo de dos mil quince, en la que modificó la sentencia recurrida a efecto de establecer que no era procedente el desahogo de la prueba pericial en topografía y valuación de inmuebles ordenada en el fallo recurrido, toda vez que en el juicio ya había sido practicada dicha prueba pericial y de ella se conocía que no era posible la cómoda división del inmueble, por tanto, procedía ordenar la venta en subasta pública. 
            En el propio fallo de alzada, la Sala desestimó el agravio que la demandada hizo valer para controvertir la condena en costas que le fue impuesta por la juez del conocimiento respecto de la primera instancia del juicio, ello, señalando que la acción de división de cosa común es una acción de condena, y por tanto, se ubica en el supuesto del artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos que establece la condena en costas a cargo de la parte a quien la sentencia le fuere adversa. Por otra parte, no impuso condena en costas por lo que ve a la segunda instancia.
III. Juicio de amparo directo ********** (antes **********).
         En desacuerdo con la sentencia de apelación, la demandada promovió el juicio de amparo directo del que deriva el recurso de revisión que nos ocupa, el cual, como se ha precisado con antelación, fue sustanciado y resuelto por el entonces denominado Cuarto Tribunal Colegiado del Decimoctavo Circuito bajo el expediente **********. Actualmente dicho órgano jurisdiccional se denomina Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Decimoctavo Circuito, y el juicio de amparo directo se identifica con el número **********.  
          En su demanda de amparo, en un marco en el que expuso  diversas reflexiones sobre el derecho humano a la igualdad reconocido en el artículo 1º constitucional –reflexiones que en algunos párrafos atribuyó a esta Primera Sala y en otros se advierten consideraciones extraídas de criterios aislados y de jurisprudencia que citó en su libelo- la quejosa planteó los conceptos de violación siguientes: 

1) Adujo que la sentencia de apelación reclamada vulnera en su perjuicio los artículos 1, 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con los numerales 1076 y 1077 del Código Civil del Estado de Morelos y los diversos 157, 158 y 159 del Código Procesal Civil de dicha entidad federativa, en tanto se declararon infundados los agravios que hizo valer contra la condena al pago de gastos y costas que se le impuso en el juicio sumario civil.

2) Argumentó que el artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos en que se fundó la responsable para imponer la condena en costas es inconstitucional; ello, dijo,  porque vulnera el derecho de igualdad previsto en el precepto 1º de la Constitución General de la República, ya que se basa en la presunción de la existencia de mala fe procesal, sin analizar las cuestiones especiales del juicio, esto, adujo, de acuerdo con los criterios de esta Suprema Corte y los Tribunales de la Federación, en los que se reconoce que la condena en costas establecida en ese precepto está basada exclusivamente en la presunción de la “mala fe”. La quejosa citó algunos criterios que estima apoyan esta afirmación. 
3) Señaló que los códigos procesales del país, incluido el del Estado de Morelos, prevén un sistema mixto de condenación  en costas, a saber: un criterio subjetivo que atribuye al juez la facultad de condenar a la parte que, a su juicio, haya actuado con temeridad y mala fe en el proceso; y un criterio objetivo, que constriñe al juzgador a condenar en costas en los supuestos previstos en la ley. E insistió en que, es un criterio “uniforme” sostenido por los tribunales, que el sistema objetivo de condena en costas previsto en el artículo 158 reclamado, se basa en la presunción de la mala fe; presunción que, dice, es la que viola el principio de igualdad consagrado en el artículo 1º constitucional, por lo que ese precepto legal, al sancionar en costas por el hecho de que se trate de acciones de condena, es inconstitucional.

4) Sostuvo que el criterio contenido en el artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos también es inconstitucional, porque con su aplicación en el caso no se toma en cuenta que la copropiedad cuya división se reclamó en el juicio, surgió del matrimonio entre las partes, en el que existe igualdad de los sujetos respecto de la propiedad común que debe ser tratada en la misma forma en el proceso de división, porque la acción de división puede solicitarse por cualquiera de los copropietarios pues su ejercicio obedece a un derecho de pedir que asiste a todos ellos al ser iguales ante la ley; por tanto, argumentó, de prevalecer la aplicación de ese criterio, se fomenta la ventaja entre los copropietarios para demandar la división de la copropiedad, pues ese sólo hecho generará para el copropietario que ejerció la acción el beneficio de ser pagado de las costas, a cargo del copropietario demandado, como sanción a este último por no haber ejercido la acción anticipadamente. 

5) La copropiedad sobre el inmueble materia del juicio natural, afirma, se generó con motivo de la sociedad conyugal, y esa causa quedó acreditada en el juicio, por lo que es fundamental para inaplicar el artículo controvertido, por violar el derecho de igualdad.  
             En la sentencia de amparo, el tribunal colegiado estableció la constitucionalidad del precepto reclamado y negó la protección constitucional solicitada por la quejosa, conforme a las siguientes consideraciones torales:  

a) Precisó que las costas se refieren al pago que debe exigirse a la parte perdidosa para resarcir los gastos que el proceso jurisdiccional ocasionó a la parte absuelta, por las diligencias que hubiere promovido o por la remuneración al procurador o patrono cuando fueren abogados legalmente autorizados para ejercer la profesión.
b) Señaló que del artículo 158 impugnado, se colegía que la condena en costas sólo era aplicable a la parte vencida; y que, en un juicio en el que la acción ejercida haya sido de condena, las costas serían a cargo de la parte a la que la sentencia le fue adversa; de modo que las costas podrían correr a cargo tanto del actor como del demandado, y no forzosamente de este último. Asimismo, destacó que conforme al precepto, cuando cada uno de los litigantes sea vencido en parte y vencedor en otra, las costas se compensarían mutuamente o se repartirían en forma proporcional, según lo determinara el juez en la sentencia.
c) Puntualizó que la norma preveía dos excepciones a la condena en costas; una, cuando el demandado se allanara a la demanda antes de fenecer el plazo para su contestación; y otra, cuando el actor se conformara con la contestación a la contrademanda, dentro de los tres días siguientes a la notificación de ésta.

d) Explicó, conforme a la doctrina y a la jurisprudencia, qué debía entenderse por “acción”; luego, señaló que la condena en costas en el Código Procesal Civil del Estado de Morelos, conforme a los artículos 158 y 159 de ese ordenamiento se encuentra regulada bajo un sistema mixto, conformado por un criterio subjetivo y otro objetivo (explicó en qué consiste cada uno), y precisó que la condena a que se refiere el artículo 158 aplicado a la quejosa en el caso correspondía al sistema objetivo y resultaba obligatorio imponerla en contra de la parte a la que la sentencia le hubiere sido adversa.

e) Señaló que esa norma no transgredía la garantía de igualdad. Al respecto, expuso algunas consideraciones a efecto de explicar el contenido de ese derecho y de ellas coligió que el artículo 158 cuestionado no contravenía el principio de igualdad al establecer la condena en costas a favor de la parte que obtuvo sentencia favorable, porque ambas partes durante el procedimiento tuvieron oportunidad de ejercer sus derechos conforme al equilibrio procesal.
f) Precisó que el derecho de igualdad previsto en el artículo 1º constitucional se infringiría únicamente si la norma concediera en favor de alguna de las partes lo que se negara a otra; pero ese artículo 158 controvertido, prevé la posibilidad de resarcimiento para cualquiera de las partes (actor o demandado), pues cualquiera de ellas podía llegar a ser favorecido con las costas; en el caso del actor, señaló, si no acredita su acción o no se allana a la contrademanda, podría ser sancionado con las costas; el derecho de igualdad, aclaró, no se refiere a una igualdad nominativa, sino a una razonable igualdad de posibilidades para el ejercicio del derecho al resarcimiento.

g) Se refirió a las actuaciones del juicio a efecto de evidenciar que en el caso, la demandada no se allanó a la demanda, sino que se opuso a la acción intentada por el actor  y no demostró sus excepciones y defensas; por tanto, tuvo lugar la condena en costas a su cargo, reiterando que el precepto en que se fundó esa condena no es inconstitucional, porque no vulnera el derecho de igualdad procesal.
h) Estableció que era infundado el argumento de la quejosa en cuanto a que la condena impuesta haya sido por mala fe, pues el precepto en que se fundó y que se impugnaba como inconstitucional, para su imposición no establecía la presunción de mala fe, sino que, se apoyaba en la teoría del vencimiento puro, en función de la cual, el triunfo en la controversia judicial es, por sí mismo, causa generadora y suficiente para la condena en costas a cargo de la parte vencida, al margen del comportamiento procesal y del propósito de retribuir a quien injustificadamente haya sido obligado a actuar ante un tribunal, pues dicha condena sólo obedecía a la cuestión objetiva del vencimiento; por tanto, la hipótesis de esa norma era ajena al criterio subjetivo de condenación en costas, que sanciona la temeridad y mala fe procesal.

i) Consideró que no era un obstáculo para estimar constitucional el artículo controvertido, la manifestación de la quejosa en el sentido de que “la copropiedad se generó con motivo de la sociedad conyugal”, porque la legislación local no hacía distinción de esa situación, para exentar de la condena en costas, pues conforme a la norma analizada, sólo en caso de allanamiento a la demanda, la enjuiciada no estaría obligada al pago de costas, supuesto que no se actualizó.

IV. Recurso de revisión 1774/2016.

          Inconforme con la sentencia de amparo, la quejosa interpuso el presente recurso de revisión; sus agravios se sintetizan a continuación: 
1) Sostiene que los argumentos del tribunal colegiado son incorrectos, pues el carácter de cónyuges del que surgió la copropiedad por virtud de la sociedad conyugal, exigía un estudio distinto del que realizó el tribunal, ya que el hecho de que se considerara que basta que exista una sentencia de condena para imponer el pago de las costas sin que con ello se vulnere el artículo 1º constitucional, es un argumento endeble. 

2) Arguye que el presupuesto esencial del principio de igualdad, es que exista igualdad de situaciones entre la persona que se considera víctima de la violación y otra que se señale como término de comparación, la infracción constitucional se constata cuando de ese cotejo de situación deriva una desigualdad notoria; que ese derecho de igualdad implica que el Estado trate igual a todos los hombres en lo que es esencialmente igual en todos ellos, a saber: en sus derechos fundamentales; que el derecho referido consagrado en el artículo 1º constitucional significa que la ley de un trato igual en condiciones iguales, y en ello, reitera el carácter de consortes donde surgió la copropiedad materia del juicio. Por tanto, dice, estimar que el artículo cuestionado es constitucional por la única razón de que existió una sentencia de condena, sin analizar cómo surgió la copropiedad, es incorrecto. 
3) Argumenta que tiene razón el tribunal colegiado cuando señaló que el legislador no hizo ninguna distinción en ese artículo cuando la copropiedad proviene de la sociedad conyugal en el matrimonio, y es precisamente por eso que el precepto es inconstitucional y solicitó su inaplicación, al no hacer el legislador ninguna diferencia; pues por ello se inadvirtió que fue con la celebración del matrimonio dónde se originó la copropiedad. 

4) Aduce que ese artículo 158 genera una ventaja para el demandante en la acción de división de cosa común, pues al no estar obligada ninguna persona a permanecer en copropiedad y de que cualquiera puede pedir la disolución de la misma, sería común que la sentencia fuere adversa y de condena para el demandado, por lo que sí se rompe con el principio de igualdad, principalmente cuando, como en el caso, la copropiedad proviene de la sociedad conyugal, y por ello, esa norma debe inaplicarse. 

5) Señala que esa norma cuestionada establece un criterio absoluto para el pago de gastos y costas siempre que la sentencia sea adversa y de condena, sin diferenciar la naturaleza del litigio ni el carácter de las partes en el proceso poniendo a los copropietarios que fueron consortes en un plano desigual. Entonces, dice, la hipótesis de ese artículo 158 no debe ser absoluta sino prever los casos en que la copropiedad haya sido forzada como ocurre precisamente en el matrimonio, pues si los esposos son iguales ante la ley, ello no se refiere sólo a las cuestiones familiares, sino también en lo relativo a la copropiedad derivada de la sociedad conyugal, es decir, ser iguales frente a la acción de división de la cosa común significa que ninguno de ellos obtendrá ventaja por el ejercicio de la acción.

6)  Aduce que la disparidad que contempla el artículo 158 reclamado, al disponer el pago de gastos y costas sin tomar en cuenta la calidad de consortes en que se generó la copropiedad, sí transgrede el principio de igualdad, que no sólo significa, como dijo el tribunal colegiado, que se den las mismas oportunidades procesales a los justiciables. 

7) Insiste en que la sociedad conyugal es una comunidad de bienes entre los consortes que genera una copropiedad con derecho igual sobre los bienes y esa igualdad se extiende sobre todas las consecuencias emanadas de la copropiedad, por lo que cualquiera de ellos puede pedir la división de la cosa común, de manera que el hecho de que se ejerza la acción por uno de ellos y en el juicio se condene en costas al copropietario demandado, se rompe la igualdad, pues lo correcto es que cada uno de ellos habiendo tenido la calidad de consorte erogue las que el juicio le genere, sin que deba asumirse la carga por uno de ellos, ya que la copropiedad es consecuencia de la sociedad conyugal. 
8) Sostiene que la jurisprudencia constitucional ha decantado el contenido del principio de igualdad previsto en el artículo 1º constitucional, sosteniendo que dicho principio prohíbe hacer diferencias entre dos o más personas que se encuentran en una misma situación de igualdad jurídica o en condiciones idénticas, sin que pueda pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales; y que, para justificar un trato diferenciado, debe analizarse si el motivo que lo produce es razonable. El artículo 158 controvertido, dice, es inconstitucional por transgresión al derecho de igualdad, por no diferenciar cuando la acción es ejercitada para la división de la copropiedad proveniente de la sociedad conyugal, por lo que debe ser inaplicado en el caso. 
            QUINTO. Análisis de la procedencia del recurso. Los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, establecen que el recurso de revisión en amparo directo es procedente cuando en la sentencia de amparo se hubiere decidido sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, cuando se hubiere hecho la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, o bien, si en dichas sentencias se omitió el estudio de tales cuestiones, a pesar de haber sido planteadas en la demanda de amparo directo; siempre y cuando el estudio en el recurso de revisión de tales cuestiones constitucionales analizadas u omitidas por el Tribunal Colegiado, entrañen la fijación de un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno.
A partir de esas premisas, para que el recurso de revisión en amparo directo sea procedente es necesario que se cumplan los requisitos siguientes:
a) Que el Tribunal Colegiado haya resuelto sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o haya hecho la interpretación directa de un precepto de la constitución o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien, hubiere omitido el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo.
b) Que el problema de constitucionalidad señalado en el inciso anterior, entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdos generales del Pleno.
  Al respecto, el punto primero del Acuerdo General 9/2015 emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo, señala: 
       “PRIMERO. El recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, constitucional, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:

       a) Si en ellas se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se establece la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo, y  

           b) Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.”

En términos del punto segundo del Acuerdo mencionado, se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) anterior, se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.
  Adicionalmente, también se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.

  En el caso, esta Primera Sala considera que se satisfacen los requisitos para la procedencia del recurso de revisión en amparo directo, antes referidos. 
           El primero se justifica, porque como se explicó, en su demanda de amparo la quejosa reclamó la inconstitucionalidad del artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos; en la sentencia de amparo, el tribunal colegiado analizó los conceptos de violación y los desestimó, arribando a la conclusión de que el precepto no es inconstitucional; y en sus agravios en el recurso de revisión, la quejosa pretende controvertir esa determinación, por lo que es claro que subsiste un tema de constitucionalidad.

           El  segundo se estima satisfecho, porque en el caso, no existe criterio o precedente de este Alto Tribunal, en el que se haya analizado la constitucionalidad de ese concreto precepto, o en el que, con motivo del examen de normas legales de similar contenido, se haya abordado la cuestión específica que se propone en el caso como vicio de inconstitucionalidad de la norma referida; por lo que, el asunto se presenta como potencialmente susceptible de permitir que se fije un criterio novedoso al respecto. 
 SEXTO. Estudio de fondo. Los agravios que formula la recurrente son infundados. 
 Antes de exponer las razones que dan sustento al anterior aserto, se estima pertinente partir de lo siguiente: 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en diversos precedentes, de los que han emanado tesis aisladas y de jurisprudencia
, con el propósito de examinar distintos tipos de controversias sobre la figura de las costas procesales, tanto en materia mercantil (reguladas en el Código de Comercio), como en materia civil (conforme a ordenamientos procesales locales de diversos Estados de la República), ha sostenido que de conformidad con la doctrina jurídica, existen y se destacan tres teorías, criterios o sistemas para justificar la procedencia de la condena al pago de costas, a saber: 

a) Del vencimiento puro, que postula que el triunfo en una controversia judicial es por sí mismo, causa generadora y suficiente para sancionar a la parte vencida con el pago de las costas a su contrario;
b) De la compensación o indemnización, que responde al propósito de restituir a quien injustificadamente ha sido llevado a un tribunal, de las erogaciones, gastos y pagos en que hubiera incurrido por razones del procedimiento; y,

c) El de sanción a la temeridad o mala fe del litigante, que consiste en sancionar  a quien sabiendo que carece de derecho acude al tribunal provocando la actividad jurisdiccional, y desplegando así una postura maliciosa tendiente a retardar u obstaculizar el procedimiento.

  También, en esos precedentes, con motivo del análisis de los distintos supuestos previstos en los ordenamientos legales para regular la condena en costas (Código de Comercio y/o leyes procesales locales de las entidades federativas), esta Primera Sala ha advertido que el legislador, haciendo uso de la libertad de configuración que le reconoce el artículo 17 constitucional para establecer los plazos y términos en que debe prestarse la administración de justicia en observancia del derecho humano correlativo, generalmente ha dispuesto dos sistemas de condenación en costas, a saber: 

1) El que se ha denominado como criterio o sistema subjetivo, en cuanto el ordenamiento de que se trate establezca facultades al juez para que examine la conducta procesal de las partes, a efecto de determinar si alguna se condujo con temeridad y mala fe en los actos del proceso, para sancionarla con el pago de las costas.

2)  El que se ha identificado como sistema objetivo, en tanto el ordenamiento de que se trate establezca de manera expresa las hipótesis en que procederá la condena en costas, sin dejar al arbitrio del juez la decisión de imponer o no la condena, sino vinculándolo a ello cuando se actualice el supuesto legalmente previsto.
   En el Código Procesal Civil del Estado de Morelos, las reglas sobre las costas son las siguientes: 

“(...) CAPITULO VIII

      De las costas

      Artículo 155. Prohibición de costas judiciales. Por ningún acto judicial se cobrarán costas, ni aun cuando se actuare con testigos de asistencia, o se practicaren diligencias fuera del lugar del juicio.

      Artículo 156. Gastos y costas procesales. Los gastos comprenden las erogaciones legítimas y necesarias para preparar, iniciar, tramitar o concluir un juicio, con exclusión de las excesivas o superfluas y de aquéllas que la Ley no reconoce por contravenir disposición expresa.

      Las costas comprenden los honorarios a cubrir sólo a los profesionistas legalmente registrados, que sean mexicanos por nacimiento o naturalización, con título legalmente expedido; que hayan obtenido la patente de ejercicio de la Dirección General de Profesiones, que hayan asesorado o prestado asistencia técnica a la parte vencedora en el juicio respectivo; o a la parte interesada que ejecute su propia defensa y reúna esos requisitos. Servirá de base para el cálculo de las costas el importe de lo sentenciado.

       Artículo 157. Responsabilidad de las costas. Cada parte será inmediatamente responsable de los gastos que originen las diligencias que promueva durante el juicio; en caso de condenación en costas, la parte condenada indemnizará a la otra de todos los gastos y costas que hubiere anticipado o debiere pagar.

        La condenación no comprenderá la remuneración del mandatario sino cuando fueren abogados o profesionales recibidos.

        Artículo 158. Condena en costas para el vencido. En las sentencias que se dicten en los juicios que versen sobre acciones de condena, las costas serán a cargo de la parte o partes a quienes la sentencia fuere adversa. Si fueren varias las vencidas, la condena en costas afectará proporcionalmente al interés que tenga en la causa.

        Cuando cada uno de los litigantes sea vencido y vencedor en parte, las costas se compensarán mutuamente o se repartirán proporcionalmente, según lo determine el Juzgador en la sentencia.

        Se exceptúa de las reglas anteriores y no será condenado al pago en costas el demandado que se allane a la demanda antes de fenecer el plazo para su contestación, o el actor que se conforme con la contestación a la contrademanda, dentro de los tres días siguientes a la fecha de la notificación de ésta.

         Si las partes celebran convenio o transacción, las costas se consideran compensadas, salvo acuerdo en contrario.

          En los juicios que versen sobre condena a prestaciones futuras, el actor reportará las costas, aunque obtenga sentencia favorable, si apareciere del proceso que el demandado no dio lugar al mismo. Además incurrirá en abuso en el derecho de pretensión con la sanción de pagar daños y perjuicios.

          Los abogados extranjeros no podrán cobrar las costas, sino cuando estén autorizados legalmente para ejercer su profesión y haya reciprocidad internacional con el país de su origen en el ejercicio de la abogacía.

          Artículo 159. Condena en costas procesales. La condenación en costas se hará cuando así lo prevenga la Ley, o cuando a juicio del Juez, se haya procedido con temeridad o mala fe.

        Siempre serán condenados:

         I. El que ninguna prueba rinda para justificar su pretensión o su defensa si se funda en hechos disputados;

        II. El que presentare instrumentos o documentos falsos o testigos falsos o sobornados;

        III. El que fuere condenado en los juicios ejecutivos, hipotecarios, en los interdictos posesorios de retener y recuperar, y el que intente alguno de estos juicios, si no obtiene sentencia favorable. En estos casos la condenación se hará en la primera instancia, observándose en la segunda lo dispuesto en la fracción siguiente;

         IV. El que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad de su parte resolutiva, sin tomar en cuenta la declaración sobre costas. En este caso, la condenación comprenderá las costas de ambas instancias;

          V. El que intente maliciosamente pretensiones o haga valer contrapretensiones notoriamente improcedentes y que así lo declare la sentencia definitiva que se dicte en el negocio; y,

          VI. El que oponga defensas dilatorias notoriamente improcedentes o haga valer recursos e incidentes de este tipo, con el fin de entorpecer la buena marcha del juicio.

         Todo ello con independencia de la sanción correspondiente que dicte prudencialmente el Tribunal.

         Artículo 160. Posposición de costas en providencias precautorias. En los juicios que versen sobre providencias cautelares no se hará desde luego condena en gastos y costas, sino que éstas serán sujetas a lo que se resuelva en la sentencia definitiva.

           Artículo 161. Costas en intervención coadyuvante. Las costas causadas por la intervención del tercerista coadyuvante se impondrán siguiendo lo que se decida respecto a la parte original a que se adhiera, a menos que el Juez estime que debe resolverse en forma distinta por la temeridad o mala fe de una de las partes que no sea imputable a la otra.

            Artículo 162. Costas en litisconsorcio. En los casos de litisconsorcio el Juez podrá condenar a todas o algunas de las partes de acuerdo con las reglas contenidas en los artículos anteriores y establecerá la forma en que se repartan las costas. En todo caso cuando sean varias las personas que pierdan y haya condena en costas, el Juez distribuirá su importe entre ellas en proporción y sus respectivos intereses, y si no hubiere base para fijar la proporción, se entenderá que se hace por partes iguales.

           Artículo 163. Condena parcial en costas a la parte vencedora.

           El Tribunal podrá condenar a una de las partes, aun cuando la sentencia definitiva le fuere favorable, al pago de los gastos y costas parciales que se originen con motivo de un procedimiento o incidente que haya suscitado sin fundamento legal, o cuando se trate de recursos desestimados o gastos inútiles, o bien podrá excluir estas costas parciales de la condena a la parte vencida.

           El Juzgador podrá imponer condena en daños y perjuicios al litigante que proceda en contra de la probidad y buena fe en el proceso, con independencia de lo que acuerde sobre los gastos y las costas.

           Artículo 164. Ausencia de condena en costas. En las sentencias declarativas o constitutivas, si ninguna de las partes hubiera procedido con temeridad o mala fe, no habrá condena en costas ni gastos, y cada una reportará las que hubiere erogado.

           Artículo 165. Incidente de costas procesales. Las costas serán reguladas por la parte a cuyo favor se hubieren declarado y se substanciará el incidente con un escrito de cada parte, resolviéndose dentro del tercer día.

           En contra de esta decisión se admitirá el recurso de apelación en el efecto devolutivo.

         Artículo 166. Monto máximo de las costas procesales. Cualquiera que fuesen las actividades ejecutadas y los gastos expensados en el negocio, las costas no podrán exceder del veinticinco por ciento del interés pecuniario del mismo.

         Artículo 167. Reserva de honorarios profesionales. Los abogados patronos o mandatarios de las partes pueden solicitar que el Juez, en la sentencia en que se imponga la condena en costas, establezca a su favor la reserva del importe de los honorarios no cobrados y de los gastos que manifiesten haber anticipado. La parte afectada puede pedir al Juzgador la revocación de la reserva si comprueba haber satisfecho el crédito que la haya motivado.

          Artículo 168. No se causan costas en juzgados menores. En los negocios ante los Juzgados menores no se causarán costas, cualquiera que sea la naturaleza del juicio”.
         En la sentencia de amparo recurrida, el tribunal colegiado del conocimiento estableció algunos aspectos de legalidad de la controversia que deben entenderse firmes, dado que no pueden ser materia de examen por parte de esta Sala en el presente recurso de revisión, y que incluso, tampoco son señalados por el recurrente en sus agravios, a saber:

          El órgano de amparo estableció que en los artículos 158 y 159 antes transcritos, se prevén esos dos sistemas de condenación en costas aludidos; el subjetivo, en cuanto en el primer párrafo del artículo 159, se faculta al juez a sancionar en costas cuando a su juicio, se haya procedido con temeridad y mala fe; y el objetivo, en cuanto en el artículo 158 y las diversas fracciones del 159, se establecen hipótesis concretas de condenación en las que el juez está constreñido a imponer la sanción.

  El tribunal colegiado precisó que la hipótesis de condena en costas prevista en el artículo 158, en cuanto establece que en las sentencias que se dicten en los juicios que versen sobre acciones de condena, las costas serán a cargo de la parte o partes a quienes la sentencia fuere adversa, está basada en el sistema objetivo y, por tanto, resultaba obligado para el juez imponerla en tal supuesto.  

  Por otra parte, en el caso, de la sentencia de apelación que constituyó el acto reclamado en el juicio de amparo, se observa que se aplicó a la quejosa el artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos, porque la Sala responsable consideró que la acción de división de cosa común materia del juicio natural, es una acción de condena; por tanto, estimó que se actualizaba el supuesto previsto en dicha norma. 

  Debe decirse que en la demanda de amparo, si bien la quejosa impugnó el artículo 158 en que se fundó la condena en costas,  tildándolo de inconstitucional; no se advierte que hubiere postulado algún argumento concreto a efecto de controvertir la consideración de la Sala relativa a que la acción de división de cosa común, fuere una acción de condena; es decir, la quejosa no dirigió sus planteamientos a cuestionar propiamente la clasificación que hizo la Sala responsable de dicha acción para ubicarla en el supuesto de la norma, sino que, en rigor, el examen integral de los argumentos de la quejosa en sus conceptos de violación da cuenta de que, lo que la agraviada sostuvo esencialmente, fue que no basta que fuere una acción de condena o que aun siendo una acción de condena, se debía hacer una distinción de la ejercida en el caso, teniendo en cuenta la naturaleza propia de la acción de división de cosa común y el carácter de las partes, por el origen del que surgió la copropiedad (según arguyó, del régimen de sociedad conyugal bajo el cual se constituyó el matrimonio entre ella y el actor), en tanto que ambas partes, en relación con la copropiedad, tenían derechos iguales ante la ley.  

  Por otra parte, en la sentencia de amparo recurrida, si bien el tribunal colegiado no abordó un estudio sobre la naturaleza de la acción de división de cosa común, para establecer si era o no una acción de condena (estudio que no le era exigible porque como se apuntó, la quejosa no controvirtió esa clasificación hecha por la responsable); el tribunal precisó que en el asunto tenía aplicación la tesis asilada de un diverso tribunal colegiado, que dicho órgano compartía, de rubro y texto: “ACCION DE DIVISION DE COSA COMUN. ES DE CONDENA. La división de cosa común es una acción de condena en términos del artículo 187 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Puebla y no una acción declarativa. Sería declarativa si estuviese en disputa la existencia de la copropiedad y se pretendiera una resolución sobre el particular; pero este criterio no es aplicable en casos en que se controvierta el cambio de la propiedad sobre la parte alícuota o proporcional de un bien inmueble determinado, pues en esta hipótesis se resolverá condenando a la división, o, en caso de que sea indivisible al remate del bien”.  De manera que de este pronunciamiento se advierte que el tribunal colegiado estimó, al igual que lo hizo la Sala responsable, que la acción de división de cosa común que fue material del juicio de origen, es una acción de condena y que por ello se actualizaba el supuesto de la norma aquí controvertida.   
          En diverso aspecto, también debe decirse que el tribunal colegiado declaró infundado el argumento formulado por la quejosa en sus conceptos de violación como parte de su impugnación de inconstitucionalidad de la norma, en el que sostuvo que ese supuesto de condena previsto en el artículo 158 presumía la mala fe del litigante vencido; ello no era así, señaló el tribunal, porque ese precepto no estaba sustentado en una presunción de mala fe, sino que se apoyaba en la teoría del vencimiento puro, conforme a la cual, el mero triunfo del vencedor en la controversia constituía la causa generadora de la condena en costas al vencido, al margen del comportamiento procesal que hubieren observado las partes, es decir, que la razón que justificaba la condena, sólo era el hecho objetivo del vencimiento, siendo irrelevante la existencia de temeridad o mala fe de las partes en las actuaciones procesales. Esta consideración del tribunal de amparo no es controvertida por la recurrente en este recurso, por lo que también debe quedar intocada. 

   En suma, en el caso, en la sentencia de amparo quedó establecido de manera firme: a) que el artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos contiene un supuesto de condenación en costas de carácter objetivo y de imposición obligatoria por parte del juez cuando se acredite su actualización; b) que dicha hipótesis de condenación en costas está sustentada en la teoría del vencimiento puro, que justifica la condena en costas por la sola obtención de una sentencia plenamente favorable al vencedor y/o totalmente adversa al vencido; c) que ese supuesto legal no está sustentado en ninguna presunción de mala fe procesal y, por lo mismo, no exige para su imposición que se acredite temeridad o mala fe; y d) que la acción de división de cosa común intentada en el caso es una acción de condena.  

  Precisado lo anterior, de los agravios que expone la quejosa en este recurso de revisión, se observa que para controvertir las consideraciones emitidas por el tribunal colegiado para sustentar la constitucionalidad del artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos, la recurrente aduce que el órgano de amparo debió hacer un estudio distinto al que realizó, pues adversamente a lo que se estimó en la sentencia, ese precepto sí es inconstitucional, por contravenir el principio de igualdad consagrado en el artículo 1º constitucional, ya que éste no se satisface por el hecho de que las partes en el juicio hayan tenido las mismas oportunidades procesales.
  Y el argumento toral al respecto es que dicha vulneración al derecho de igualdad deriva de que la norma, al establecer la condena en costas, no hace una distinción entre las acciones de condena, pues no atiende a diferencias derivadas de la naturaleza de la acción y del carácter de las partes, ya que no se tiene en cuenta que la acción de división de cosa común ejercida en el caso, derivó del derecho de copropiedad que surgió de la sociedad conyugal bajo la cual se constituyó el matrimonio entre las partes; y dado que los consortes se encuentran en igualdad ante la ley, tal igualdad se extiende o existe también en cuanto al derecho de copropiedad surgido de la sociedad conyugal, pues cualquiera de los cónyuges tiene el derecho de pedir la división de la cosa común en tanto ninguno está obligado a permanecer en la indivisión, de manera que sancionar en costas al vencido en esta acción de división de cosa común, genera una ventaja indebida para el vencedor sólo por haberse anticipado a promover la acción, pues sería común que el demandado obtuviera una sentencia adversa y tuviera que pagar costas, lo que coloca a los copropietarios en un plano desigual, pues siendo iguales ambos consortes ante la ley, significa que ninguno de ellos puede obtener una ventaja con el ejercicio de la acción.  
    No asiste razón a la quejosa en sus planteamientos. 

    Para entender el criterio objetivo de condenación en costas establecido por el legislador en el artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos, es preciso tener en cuenta las hipótesis contenidas en ese precepto y en el 164 de ese ordenamiento.
    El artículo 158, como se ha señalado, establece la condena en costas a cargo de la parte a la que la sentencia le fuere adversa; es decir, a cargo del vencido; esto, cuando la acción ejercida sea de condena. El vencimiento en este caso debe ser total, que el vencedor, actor o demandado, haya obtenido todo lo que pretendió, ya sea en vía de acción o de excepción; así se colige de la misma norma en tanto dispone que, cuando cada uno de los litigantes sea vencido y vencedor en parte, las costas se compensaran mutuamente o se repartirán proporcionalmente.

   La regla anterior tiene como excepción el allanamiento en los  plazos que la norma establece (de la demanda o respecto de la reconvención –contrademanda-); y, el caso en que la condena sea a prestaciones futuras, cuando el demandado no haya dado lugar a la promoción del juicio.

   El artículo 164, en contraposición con el anterior, excluye la condena en costas cuando se trate de sentencias declarativas o constitutivas, en estos casos, con independencia de cuál de las partes pudo ser vencedora o vencida, cada una asumirá la carga de los gastos y costas que se le hubieren generado; salvo que en el juicio pudiere tener lugar la condena con motivo de la aplicación del criterio subjetivo que permite al juez sancionar la temeridad o mala fe en las actuaciones procesales. 
  Como puede verse de los dispositivos citados, al regular la condena en costas, el legislador morelense adoptó la clasificación doctrinal que se hace de las acciones, al distinguirlas en declarativas, constitutivas y de condena, acciones que dan lugar a sentencias que también la doctrina clasifica de ese modo (declarativas, constitutivas y de condena).

  La doctrina se refiere a la acción de condena, como aquella que tiene por objeto obtener en contra del demandado una sentencia por virtud de la cual, se le constriña cumplir una obligación, sea de hacer, de no hacer, o de entregar alguna cosa, pagar una cantidad de dinero, etcétera; se dice que, la acción de condena, por regla general, es al mismo tiempo acción declarativa porque se obtiene mediante ella la declaración de la obligación cuyo cumplimiento se exige, pero además, produce en contra del demandado un título ejecutivo (la sentencia) por medio del cual el actor puede exigirle en la vía de apremio el cumplimiento de la obligación.
 

Giusseppe Chiovenda, refiere que la sentencia de condena, dictada en la acción de la misma naturaleza, supone dos cosas: 1) la existencia de una voluntad de la ley que garantice un bien a alguien, imponiendo al demandado la obligación de una prestación; y 2) la convicción del juez de que, con arreglo a la sentencia, se puede sin más, inmediatamente o después de cierto tiempo, proceder por los órganos del Estado a los actos ulteriores necesarios para la efectiva adquisición del bien garantizado por la ley
. 
Hernando Devis Echandía, se refiere al proceso de condena o de prestación, como aquel que tiene lugar cuando una parte pretende frente a la otra, que ésta reconozca la existencia de un derecho, quede obligada por él y lo satisfaga, o que quede sujeta a las consecuencias del incumplimiento de una obligación y se le imponga la consecuente responsabilidad; esto es, cuando en el juicio se persigue que se imponga al demandado una condena cualquiera. Señala que, por lo general, en esta clase de proceso, la condena se asocia a la posibilidad de su ejecución forzosa, pues la sentencia establece la condena a que el obligado puede ser sometido o impone la prestación que debe cumplir, con lo cual se prepara el proceso ejecutivo de la sentencia, que es un resultado necesario del incumplimiento voluntario de la misma
.  
          Ugo Rocco, destaca que las acciones de condena, aspiran no solo a obtener la declaración de la existencia del derecho, sino también a que, una vez obtenida esa declaración, los órganos jurisdiccionales realicen una ulterior prestación encaminada a realizar el derecho, obligando al demandado a cumplir las prestaciones reclamadas, por ello, estás acciones de condena también se denomina “acciones de prestación”, porque contienen la orden al demandado de cumplimiento de la obligación, como preparación a la ejecución forzada de la sentencia
.

            Por otra parte, la doctrina jurídica se refiere a la acción constitutiva como aquella por la cual el demandante pretende obtener una sentencia constitutiva,  con la finalidad de que constituya, extinga o modifique una relación jurídica
.

            Ugo Rocco, señala que la acción constitutiva tiene como característica no la de declarar un derecho preexistente, sino la de tratar de obtener una sentencia que tenga por efecto, constituir, modificar o extinguir una relación jurídica, previa declaración de certeza de las condiciones que, según una norma jurídica, son necesarias para que se produzca ese efecto. 

            Eduardo J. Couture, considera que las sentencias constitutivas son aquellas que, sin limitarse a la mera declaración de un derecho y sin establecer una condena al cumplimiento de una prestación, crean, modifican o extingue un estado de derecho
. 

           Giusseppe Chiovenda, señala  que es constitutiva la sentencia en cuanto de la declaración judicial de un derecho se derivan ciertos efectos jurídicos, de los cuales, la sentencia aparece como título o causa, es decir, la sentencia es el hecho jurídico generador del cambio producido en la relación jurídica, con motivo de la sentencia se produce un estado jurídico que antes no existía o viceversa. Entre las notas excepcionales de esta acción, está la de que, existe la necesidad de la tutela jurídica o sea, que el actor no puede lograr ese cambio en la relación jurídica por sí mismo, pues sólo puede provenir de la intervención del juez al constituirlo en la propia sentencia
.   

           Hernando Devis Echandía, señala que en el proceso de declaración constitutiva, las normas materiales determinan tanto la constitución como la modificación de las relaciones jurídicas estableciendo sus presupuestos; de manera que, al aplicarse una norma de estas en el proceso, se opera no sólo la declaración de certeza jurídica sino, además, una modificación en el estado jurídico preexistente creándose un estado jurídico nuevo. En estos procesos, la ley consagra los presupuestos, pero no permite a las partes interesadas deducirlos directamente, sino que las obliga a concurrir ante el juez para que éste haga el pronunciamiento
.
            Por lo que hace a las acciones declarativas, la doctrina explica que si bien es cierto, todas las acciones y, consecuentemente, toda sentencia, conllevan la declaración judicial sobre la certeza del derecho deducido; existen acciones cuyo objeto se constriñe exclusivamente a esa mera declaración, sin exigir actos ulteriores del demandado. 

            Giusseppe Chiovenda señala que las acciones de pura declaración, son aquellas en que la demanda del actor no tiende a la realización del derecho, sino cuando se limita a pedir que sea declarada la existencia de su derecho o la inexistencia del derecho ajeno, y la sentencia, cuando es estimatoria, se limita a esa mera declaración. En estos casos, el actor no quiere conseguir con su demanda un bien de la vida que le esté garantizado por la voluntad de la ley y que consista en una prestación exigible a un obligado o en una modificación de un estado o relación jurídica actual, sino que, solamente quiere obtener la declaración de certeza de que su derecho existe o quiere excluir toda duda acerca de la inexistencia del derecho del contrario, por lo que pide al proceso la certidumbre jurídica y no otra cosa; y esa declaración de certeza, también tiene la característica de que, sólo puede provenir del juez, por lo que, tiene necesidad de acudir ante él para obtenerla, pues no puede exigirse del demandado ni ser sustituida por una prestación del propio demandado, sino que es necesario que se pronuncie una sentencia que haga la declaración pretendida.
  
           Ugo Rocco se refiere a dichas acciones, como de declaración de certeza, y precisa que éstas pueden ser positivas o negativas, esto es, la declaración de la existencia del derecho del actor, o bien, la declaración de inexistencia de la obligación del actor o del derecho del demandado, dada la bilateralidad que caracteriza al derecho en general.  
            Hernando Devis Echandía también se refiere al proceso declarativo puro, como aquel en el que el interesado solicita al juez que declare la existencia o inexistencia de un derecho o relación jurídica, sin que se trate de imponer al demandado ninguna responsabilidad, ni de alegar incumplimiento, ni de pedir que se modifique una relación jurídica existente o que se constituya una nueva, sino únicamente se busca que en el proceso se declare la certeza del derecho o relación jurídica mediante la sentencia, sin pedir condena alguna contra el demandado
.
            Conforme a lo expuesto en torno a las acciones de condena, constitutivas y de mera declaración, se impone observar que, en suma, en la acción de condena, el actor pretende no sólo la declaración de la existencia del derecho que deduce, sino también, que se imponga al demandado, a manera de condena, el deber de realizar una prestación (de dar, de hacer, de no hacer, de permitir o de entregar una cosa); y si el demandado no cumple la condena voluntariamente, se puede proceder a su ejecución forzosa; por otra parte, en la acción constitutiva, el actor pretende que la sentencia cree, modifique o extinga una relación o estado jurídico, colocándolo en una nueva situación frente al demandado, más no exige como resultado de ese cambio que se imponga al demandado la condena a realizar alguna prestación; mientras que, en la acción declarativa, el actor busca únicamente la declaración sobre la existencia de un derecho o la inexistencia de una obligación, sin pretender tampoco que exista una condena material que deba cumplir el demandado.  
            De la confrontación de la naturaleza y caracteres esenciales de esas acciones, se colige que la primera –la de condena- se distingue de las segundas –las constitutivas y las de mera declaración-, no solamente en que, la sentencia, de ser favorable al actor, impondrá al demandado el deber de cumplir una prestación  y autorizará, en su caso, la ejecución forzosa para obtener esa prestación, mientras que en las acciones constitutivas y en las declarativas, por regla general, la pretensión esencial y la consecuente determinación de la sentencia, no entrañan esa vinculación al demandado a realizar una prestación en favor del actor, sino que su propósito se agota con la propia sentencia; sino también en que, en la primera –la de condena-, la intervención judicial mediante la instauración del proceso, no se da de una manera necesaria, pues los conflictos inherentes a la acción de condena, presuponen que pudieron ser resueltos mediante la composición voluntaria de la controversia entre las partes, sin necesidad de seguir un juicio; siendo que, en las segundas –la constitutiva y la de mera declaración-, el actor no habría podido obtener su pretensión sino es mediante la intervención del juez, ni aun cuando existiera la conformidad del demandado en la composición voluntaria de la controversia, pues en estos casos, la ley dispone que la constitución de una nueva relación o estado jurídico y la declaración de certeza sobre la existencia o inexistencia del derecho propio o ajeno, necesariamente debe provenir de la sentencia del juez. 

           Esta Primera Sala advierte que la anterior es la razón que inspira la regulación de las costas en el Código Procesal Civil del Estado de Morelos, al establecer la procedencia de la condena a dicho concepto tratándose de acciones de condena, a la parte que le sea adversa la sentencia; y excluir la condena en costas a cualquiera de las partes, tratándose de acciones constitutivas y declarativas (salvo cuando se acredite temeridad o mal fe de alguna de ellas en las actuaciones del proceso).

           Es decir, el legislador  tomó en cuenta en el primer caso, que en la acción de condena, se presupone que las partes son responsables de la falta de composición voluntaria de la controversia (de no resolverla en forma extrajudicial); y por tanto, si el actor acredita en el juicio que le asiste plenamente el derecho deducido y obtiene todo lo que pidió, mientras el demandado no justifica ninguna de sus excepciones y defensas, o viceversa, si el actor no acredita su acción y el demandado justifica su oposición a la demanda, se justifica válidamente que la parte a la que sea adversa la sentencia (la vencida)  pague a la otra parte que obtuvo el fallo favorable (el vencedor), los gastos y costas que le hubiere generado el proceso, pues en tal caso, quedó demostrado que el vencedor, o se vio obligado a acudir ante los tribunales para deducir su derecho (en el caso del actor) o se vio vinculado a acudir ante los tribunales a defenderse de una acción indebida (en caso del demandado), y por tanto, no habría una razón objetiva para estimar que el que injustamente se vio constreñido a intervenir en el proceso, deba asumir con cargo a su patrimonio los costos de éste.
          Por otra parte, el creador de la ley que se analiza tomó en consideración que, en las acciones constitutivas y de mera declaración, con independencia del resultado del juicio, la controversia no podría haber sido resuelta por la voluntad de las propias partes, pues por su naturaleza, la ley dispone que sean resueltas necesariamente por la autoridad judicial; y esta es precisamente la razón objetiva que justifica que, en este tipo de acciones, cada parte asuma los costos que el proceso le generó, pues no dependía de ellas la posibilidad de excluir la instancia judicial, sino que era forzosa la instauración del juicio para dirimirlas y obtener las pretensiones.  

           Ahora bien, partiendo de las consideraciones anteriores, este Alto Tribunal considera que la condenación en costas prevista en el artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos no presenta, de suyo, algún viso de inconstitucionalidad, derivado de una contravención al derecho de igualdad, pues no debe perderse de vista que, las costas, en tanto se refieren al conjunto de erogaciones necesarias para iniciar, sustanciar y concluir un juicio, se causan con motivo del propio proceso, y su condena, por tanto, es una sanción que deriva del mismo y no una prestación sustancial que emane de la relación jurídica obligacional que exista entre las partes y que haya sido materia del juicio; de manera que, para constatar la observancia del derecho de igualdad respecto de la regulación legal de tal concepto –costas- contenida en ese precepto, se debe atender primordialmente al carácter de las partes, como litigantes en juicio y a la naturaleza de la acción ejercida, y en ese sentido, como lo apreció el tribunal colegiado, si la norma que se examina reconoce igualdad de posibilidades a ambas partes para poder ser resarcidos de las costas si obtienen una sentencia favorable en una acción de condena, no se advierte vulnerado ese derecho.   
           Explicado lo anterior, se está en condiciones de señalar porqué los argumentos de la quejosa no evidencian que sea inconstitucional la norma cuestionada.  
           En principio, debe decirse que la quejosa asocia la situación jurídica de copropiedad existente entre ella y el actor respecto del inmueble objeto de la litis, con el régimen de sociedad conyugal bajo el cual afirma que se constituyó el matrimonio entre ambos; al respecto, conviene puntualizar que en el juicio de origen no se advierte que exista alguna vinculación jurídica entre ambas figuras en el caso –la sociedad conyugal y la copropiedad materia de la controversia- pues el actor acudió a ejercer la acción de división de cosa común, con base en una escritura pública en la que consta la celebración de un contrato de compraventa del bien, en el que el actor y la demandada figuran como compradores pro indiviso y por partes iguales; de manera que, al margen del hecho relativo a si el actor y la demandada estaban casados en el momento en que adquirieron el bien, lo relevante es que, la copropiedad que se constituyó entre ellos quedó establecida en términos de ese contrato de compraventa y no deriva del régimen de sociedad conyugal, por lo que esa situación jurídica existente entre ellos derivada de su matrimonio, no tiene incidencia alguna para efectos de la acción de división de cosa común que el actor ejerció contra la demandada por su mero carácter de copropietarios.    
           De ahí que, no es útil a la quejosa que, para tratar de evidenciar la inconstitucionalidad que atribuye al precepto controvertido por vulneración del derecho de igualdad, relacione su carácter de copropietaria con la existencia del matrimonio, haciendo afirmaciones de que la copropiedad derivó de la sociedad conyugal y de la igualdad que priva y debe privar en el matrimonio, pues ello además de que no es exacto en los términos expuestos en el párrafo precedente, no tiene relevancia para la acción de división de cosa común ejercida.  
           Por otra parte, prescindiendo de los señalamientos que hace la agraviada respecto del matrimonio y del origen que dice tuvo la copropiedad en la sociedad conyugal; lo cierto es que, también afirma en sus agravios que, cuando la norma establece la posibilidad de condenar en costas al vencido en las acciones de condena, sin hacer distinción de la naturaleza de la acción y el carácter de las partes, vulnera el derecho de igualdad, pues tratándose de la acción de división de cosa común, se debe tener en cuenta que en la copropiedad, ambos copropietarios se encuentran en una situación de igualdad respecto de la cosa común, y por tanto, ambos tienen derecho a ejercer la acción de división en tanto ninguno está obligado a permanecer en la indivisión, por lo que, si se sanciona con las costas al copropietario vencido en esa acción, se concede una ventaja indebida al copropietario actor sólo por haberse anticipado a promover la acción, colocándolos en un plano desigual. 

           Estos planteamientos de la quejosa tampoco pueden dar lugar a evidenciar que sea inconstitucional la norma analizada; toda vez que, como se explicó, la justificación de la condena en costas en las acciones de condena, prevista en el artículo 158 del código adjetivo del Estado de Morelos, está dada en función de la imputación de la falta de composición voluntaria de la controversia;  de manera que, cuando la sentencia es favorable al actor y adversa al demandado, la justificación de la condena a este último se basa en que le es imputable el no arreglo extrajudicial de la controversia, siendo que el actor tenía derecho en su pretensión, y en ese supuesto, se vio obligado a instar la actividad jurisdiccional para poder obtener el reconocimiento y efectividad de su derecho, siendo válido y razonable en ese caso, que su patrimonio no se vea mermado por los costos del juicio, y que sea quien dio lugar al proceso quien responda de ellos; por otra parte, cuando la sentencia sea favorable al demandado y adversa al actor, la justificación de la condena a éste radica en que, si el actor no demostró su acción y el demandado acreditó sus excepciones y defensas, en ello está implícito que no era imputable al demandado la falta de composición voluntaria de la controversia,  y que se vio obligado a acudir al juicio para defenderse de una acción indebida, siendo también válido y razonable en este caso, que los costos del juicio no sean a cargo del patrimonio del demandado, sino de quien lo vinculó a intervenir en el proceso. 

           Lo anterior pone de manifiesto que la constitucionalidad de la norma referida, en relación con el derecho humano de igualdad, en tanto en ella se regula una sanción procesal, necesariamente está vinculada al proceso, y no sería dable desvirtuar su regularidad constitucional, a partir de particularidades del derecho que fue materia de la acción sustancial ejercida. Debiendo reiterarse que, en el caso, la quejosa no controvirtió en el juicio de amparo el aspecto de legalidad consistente en la determinación de la Sala responsable, de que la acción ejercida en el caso, era una acción de condena. 

            No obstante, en aras de dar respuesta exhaustiva a la causa de pedir de la quejosa, se estima pertinente señalar que, el hecho de que en la situación jurídica de copropiedad, todos los copropietarios tengan derecho a ejercer la acción de división de la cosa común, por no estar obligados a permanecer en la indivisión, y en ese aspecto, prevalezca entre ellos una condición de igualdad jurídica; la instauración y sustanciación de la acción de división de cosa común (sin allanamiento del o los demandados), supone que el copropietario actor no ha podido obtener la división mediante la composición voluntaria de la controversia con sus copropietarios (lo cual es posible) y por ello se ve impelido a acudir a la instancia judicial para vencer la oposición de sus copropietarios; y si el actor obtiene una sentencia plenamente favorable y adversa a la parte contraria, significa que el o los copropietarios que se oponían a la división, lo hacían sin justificación; por tanto, el mero hecho de que, el derecho que insta el actor en el juicio también lo hubieren tenido a su disposición el o los copropietarios, no significa que no haya existido necesidad del juicio, actualizándose en ese sentido la justificación que la norma aquí controvertida prevé para la condena en costas tratándose de acciones de condena.
           Sin que pueda sostenerse que, las costas, en ese caso, representen una ventaja indebida del derecho de copropiedad, derivada del ejercicio de la acción, que coloque en un plano desigual a los iguales (a los copropietarios) como lo aprecia la quejosa, pues como se expuso en párrafos precedentes, las costas no constituyen una prestación derivada de la relación jurídica sustancial, en el caso, de la relación de copropiedad, sino que constituyen una sanción procesal, que responde a un hecho objetivo: el que obtuvo sentencia favorable tuvo que realizar erogaciones con motivo del proceso; de manera que, obtener por vía de condena, que el vencido le resarza de esos gastos del proceso, en modo alguno altera la condición de igualdad que priva en la relación jurídica de copropiedad, pues no aumenta o adiciona las prestaciones sustanciales a que el actor tuviere derecho en esa relación jurídica, en tanto se trata de un concepto económico con un origen distinto, y que se ve justificado en la forma que ya se explicó. 
          En las circunstancias relatadas, dado que la quejosa no logró evidenciar la inconstitucionalidad que atribuyó al artículo 158 del Código Procesal Civil del Estado de Morelos, procede confirmar la sentencia recurrida.
           Por lo antes expuesto y fundado, esta Primera Sala, 
                                       RESUELVE:

PRIMERO. En la materia de revisión, se confirma la sentencia de amparo recurrida.
SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, contra el acto reclamado consistente en la sentencia de catorce de mayo de dos mil quince, dictada por la Sala Auxiliar del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Morelos, en el toca civil **********.
Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen y en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien manifestó que se reserva su derecho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández (Ponente) y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.

Firman los Ministros Presidente y la Ponente con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA
PONENTE

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Juicio de amparo directo ********** (inicialmente radicado con el número **********), fojas 3 a 21.


� Ibídem, fojas 28 a 29.


� Ibídem, fojas 34 a 47.


� Ibídem, foja 48.


� Ibídem, fojas 99 a 119.


� Ibídem, foja 128.


� Ibídem, fojas 138 a 155.


� Ibídem, fojas 156 a 157.


� Ibídem, fojas 167 a 184.


� Ibídem, foja 185.


� Amparo Directo en Revisión 1774/2016, fojas 41 a 43.


� Ibídem, foja 57.


� Juicio de Amparo Directo **********, foja34.


� Como ejemplo de ello pueden citarse los siguientes: la contradicción de tesis 92/2010, de la que emanó la jurisprudencia 56/2010; la contradicción de tesis 257/2009, de la que derivó la jurisprudencia 129/2009; la contradicción de tesis 226/2012, que dio lugar a la jurisprudencia 122/2012; la contradicción de tesis 292/2012, de la que derivó la jurisprudencia 13/2013; entre otras. 


� Eduardo Pallares. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Editorial Porrúa, Vigésima Quinta Edición, México 1999, página 34 a 35. 
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